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La tierra es de quien la trabaja
René Salomón Vargas*
De 1953 a 1996
Celebramos 50 años de la promulgación del Decreto de
Reforma Agraria de 1953, esa histórica medida que puso fin a
una estructura agraria que concentraba en pocas manos la casi
totalidad de las tierras en ese entonces cultivables y que tuvo
una premisa revolucionaria hasta ahora vigente: la tierra es de
quien la trabaja. Miles de familias de indios ocuparon hacien-
das improductivas y no sólo recuperaron la tierra, sino que
conquistaron su condición de ciudadanos, incorporándose a
la vida nacional de la que eran sólo pongos y peones.
Paralelamente, se impulsó una política de desarrollo
agropecuario que buscó la sustitución de las importaciones,
procurando integrar las vastas regiones del oriente a la econo-
mía nacional.
Sin embargo, unas décadas más tarde, este histórico pro-
yecto nacional mostró claros signos de agotamiento. Las insti-
tuciones públicas encargadas de llevar adelante los postula-
dos descritos se convirtieron en dócil instrumento de políticas
arbitrarias. El descontrol de una larga época dictatorial posibi-
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litó el manejo discrecional de la administración de la tierra.
Este recurso fue usado como moneda corriente para el pago
de lealtades y facilitó el enriquecimiento ilícito e incontrolado
mediante su venta. Previamente, las tierras habían sido
dolosamente obtenidas del Estado en forma gratuita.
A fines de la década de los años 80, el caos en la administra-
ción de tierras provocó el colapso del proceso agrario en el
país. Como ejemplo, baste citar que no fueron excepcionales
los hallazgos de papeles y documentos que acreditaban dere-
chos propietarios para siete demandantes sobre un mismo te-
rreno, o de predios que aún no conocen ni su propia ubicación.
A principios de la década de los años 90, numerosos sig-
nos de descontento social empezaron a manifestarse. La pri-
mera marcha indígena agrupó a miles de representantes de
pueblos originarios, particularmente del oriente boliviano, que
caminaron hasta la sede de gobierno demandando el reconoci-
miento de sus derechos. Paralelamente, el uso y abuso de los
recursos naturales obligó al gobierno de entonces a dictar una
“pausa ecológica” con la finalidad de ordenar políticas, nor-
mas y procedimientos que procuraran un desarrollo sosteni-
ble. En ese tiempo se llegó incluso a titular por decreto gran-
des extensiones de tierras a favor de los pueblos indígenas.
En el plano institucional, en 1992 se dispuso la interven-
ción del Consejo Nacional de Reforma Agraria y del Instituto
Nacional de Colonización –las dos instancias que administra-
ban las tierras en el país– y se dio inicio a una intervención que
duró cuatro años. En ese periodo, y en consulta con las diver-
sas organizaciones sociales representativas de los sectores del
agro, se discutió largamente la nueva ley agraria. Finalmente,
el 18 de octubre de 1996 se promulgó la Ley 1715, también co-
nocida como la Ley INRA.
Esta norma, al ser producto de consensos difícilmente al-
canzados, afectó los intereses de todos y cada uno de los secto-
res para procurar el bien común, por ello nació bajo el estigma
de una “ley maldita”, como muchos de sus detractores la cali-
ficaron.
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El proceso agrario hacia el siglo XXI
Con la promulgación de la Ley 1715, el Estado boliviano
se propuso reencauzar el proceso agrario que había colapsado
y perdido legitimidad en poco menos de cuatro décadas. En-
tre los aspectos más relevantes de esta ley, destaca la formula-
ción de una nueva estructura orgánica y atribuciones del Ser-
vicio Nacional de Reforma Agraria. A diferencia de la ley
anterior, establecida en el decreto de 1953, la actual abre la par-
ticipación de diversas instancias y pone freno al manejo dis-
crecional de la administración de tierras desde la Presidencia
de la República. La nueva estructura señalada está conforma-
da por el Presidente de la República, el Ministerio de Desarro-
llo Sostenible y Medio Ambiente, la Comisión Agraria Nacio-
nal y el Instituto Nacional de Reforma Agraria. Por otra parte,
las atribuciones de cada uno de estas instancias quedan clara-
mente delimitadas.
Otro de los aspectos relevantes de la Ley INRA es la con-
formación de la Comisión Agraria Nacional (CAN). En ella se
encuentra representado el Poder Ejecutivo, pero también los
actores sociales. Forman parte de la CAN, en igualdad de con-
diciones, la Confederación Sindical Única de Trabajadores de
Bolivia (CSUTCB), la Confederación Sindical de Colonizado-
res de Bolivia (CSCB), la Confederación de Pueblos Indígenas
de Bolivia (CIDOB) y la Confederación Agropecuaria Nacio-
nal (CONFEAGRO). Esta instancia es el espacio donde los di-
ferentes sectores pueden expresar sus propuestas y verificar el
control social del proceso agrario.
Por otra parte, la Ley 1715 permite la creación del Instituto
Nacional de Reforma Agraria (INRA) “como entidad pública
descentralizada del Ministerio de Desarrollo Sostenible y Me-
dio Ambiente, con jurisdicción nacional, personalidad jurídi-
ca y patrimonio propio”. El INRA se convierte así, en el órga-
no técnico-ejecutivo encargado de dirigir, coordinar y ejecutar
las políticas establecidas por el Servicio Nacional de Reforma
Agraria.
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Junto al INRA, se crea la Superintendencia Agraria, entre
cuyas atribuciones destaca la de “regular y controlar, con apli-
cación de las normas legales correspondientes, el uso y ges-
tión del recurso tierra en armonía con los recursos agua, flora
y fauna, bajo los principios del desarrollo sostenible”.
Finalmente, con la Ley INRA se constituye la Judicatura Agra-
ria como “órgano de administración de justicia agraria; tiene ju-
risdicción y competencia para la resolución de los conflictos emer-
gentes de la posesión y derecho de propiedad agrarios y otros
que le señala la Ley”. El Tribunal Agrario y los jueces agrarios
constituyen la Judicatura Agraruia, donde cada instancia tiene
bajo su responsabilidad procesos y acciones que pueden formali-
zar y determinar el derecho de la propiedad agraria.
Con estos instrumentos, se buscó reencauzar el proceso
agrario, procurando la independencia de poderes y la partici-
pación de diversas instancias que garanticen la transparencia
de manejo en la materia. Sin embargo, el INRA tuvo que ini-
ciar sus actividades con una gran limitación: la falta de un re-
glamento de la ley constituyó durante un largo tiempo una
falencia grave que perjudicó grandemente sus posibilidades.
Dicho reglamento fue motivo de agrias disputas entre los sec-
tores. El primer reglamento fue aprobado en 1997, pero pronto
surgieron voces de descontento y, hasta el año 2000, siete nue-
vos intentos corrieron la misma suerte. Recién en mayo de ese
año fue posible aprobar un reglamento que, al igual que la ley,
afectaba intereses de todos pero posibilitaba un acuerdo para
el cumplimiento de la Ley 1715. Una nueva marcha de pue-
blos indígenas –en el año 2000– incorporó modificaciones que
forman parte del actual instrumento reglamentario.
Discrepancias normativas
Más allá de la anécdota, conviene citar algunos de los as-
pectos conflictivos que dieron lugar a pugnas sordas entre los
diferentes sectores. Ellos ilustran la complejidad del proceso
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agrario boliviano, precisamente porque la Ley 1715 es una nor-
ma que pretende legislar para sectores diferentes con intereses
en algunos casos contrapuestos y donde la propia Constitu-
ción Política del Estado (CPE) promueve un marco agrario
sujeto a la demostración de trabajo en el campo y al manteni-
miento de ese derecho. La propia CPE es un ejemplo de fragi-
lidad de la titulación porque incorpora la premisa que señala
que las tierras son del Estado.
Por otra parte, es importante referirse, otra vez, a uno de
los principios que orienta las tareas del INRA y que está inser-
to en la Ley 1715: el axioma revolucionario que señala que “la
tierra es de quien la trabaja”. Este enunciado se manifiesta en
el cumplimiento de la Función Social y de la Función Econó-
mico Social (FES) de la tierra. En el primer caso, el reglamento
establece que “se entenderá que el solar campesino, la Peque-
ña Propiedad, las Propiedades Comunitarias y las Tierras Co-
munitarias de Origen, cumplen la función social, cuando sus
propietarios o poseedores, demuestran residencia en el lugar,
uso o aprovechamiento tradicional de la tierra y sus recursos
naturales destinados a lograr el bienestar o desarrollo familiar
o comunitario, según sea el caso, en términos económicos, so-
ciales o culturales”.
Por su parte, la FES “es un concepto integral que compren-
de áreas aprovechadas, de descanso, de proyección de creci-
miento y servidumbres ecológicas (…)” y se entenderá que “la
mediana propiedad y la empresa agropecuaria cumplen la fun-
ción económico–social, cuando sus propietarios o poseedores
desarrollan actividades, agropecuarias, forestales y otras de
carácter productivo, así como las de conservación y protección
de la biodiversidad, investigación y ecoturismo”.
Pese a esta claridad conceptual, los parámetros de cumpli-
miento de la Función Social y de la FES dejan abierta la puerta
a la controversia. Así, por ejemplo, la denominada “carga ani-
mal” –la cantidad de superficie que se requiere para criar una
cabeza de ganado en zonas ganaderas– fue establecida por el
Decreto de Reforma Agraria de 1953 en cinco hectáreas por
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cabeza. Este promedio resulta impensable en zonas extremas
como las del Chaco o las aledañas al Lago Titicaca. En el
primer caso, hay lugares en los que la escasa vegetación
obliga a criar un animal en una superficie mucho mayor, en
tanto que en el segundo, es posible tener hasta cinco anima-
les en una sola hectárea. Ejemplos como éste dan fe de las
divergencias normativas. De la misma forma, se debe remar-
car que la política agraria no debe ser expansionista y que,
por un principio de competitividad, el razonamiento en
ambos casos debe mejorar los sistemas de producción, do-
tando a los productores mejores insumos e instrumentos de
producción que le permitan ser más eficientes por superfi-
cie o por unidad animal.
Otro aspecto conflictivo fue y es el denominado Estudio
de Identificación de Necesidades Espaciales para las Tierras
Comunitarias de Origen (TCO). Este estudio es realizado por
una instancia del Poder Ejecutivo (el Ministerio de Asuntos
Campesinos, Indígenas y Agropecuarios, en la actualidad) y,
además de certificar a un pueblo indígena, sugiere una canti-
dad de superficie para consolidar el derecho propietario en
favor de aquel. Sin embargo, sus propios beneficiarios han
puesto en tela de juicio la metodología empleada para su deter-
minación. Tampoco han faltado voces que alertan sobre un
eventual exceso en estas dotaciones. Pese a ello, existe un mar-
cado consenso nacional en sentido de que sus beneficiarios (los
pueblos indígenas, particularmente del oriente boliviano) han
recibido, con este instrumento de la nueva política agraria, una
justa reparación histórica.
Por otra parte, los valores de adjudicación o precios de
mercado de las tierras, definidos por la Superintendencia
Agraria, han sido frecuentemente cuestionados. En el caso
de los precios concesionales, es decir, precios orientados a
favorecer a familias pobres, los diez centavos establecidos
constituyen una cifra irrisoria que, en muchos casos, no
logra cubrir costos de papelería de un trámite de esta na-
turaleza.
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Pero sin duda, el tema de mayor preocupación para los ac-
tores y estudiosos del tema agrario es el referido a la morosidad
de los trámites. En muchos casos, un proceso de saneamiento,
desde su inicio hasta su titulación, demora más de un año. Este
aspecto ha sido duramente criticado y, muchas veces, se han
confundido los plazos establecidos por la ley y su reglamento
con la ineficiencia institucional o con una supuesta actitud dis-
plicente de los funcionarios del INRA en la tramitación agraria.
Sin embargo, las normas en vigencia establecen un conjunto de
pasos y procedimientos que se orientan a garantizar la igualdad
de oportunidades para todos los interesados. De esa forma, por
ejemplo, la campaña pública (etapa en la que se notifica a todos
los interesados de un área de saneamiento) se realiza en un tér-
mino lo suficientemente prudencial como para garantizar que
todos los habitantes se hayan anoticiado del proceso y hayan
tomado contacto con las brigadas de trabajo del INRA que in-
forman sobre los detalles del proceso. Para evitar hechos dolosos,
el proceso contempla, por ejemplo, una Exposición Pública de
Resultados, en la que los técnicos y abogados del INRA expli-
can los resultados de las pericias de campo (mediciones y aco-
pio de información en el campo) y dan cuenta de la evaluación
técnico jurídica realizada, de manera que si existiere un error,
los interesados tienen la opción de hacer las observaciones y
exigir la rectificación y enmienda.
Finalmente, el proceso de saneamiento contempla también
la posibilidad de un desacuerdo por parte de los sujetos al sa-
neamiento, posibilitando a cualquier interesado interponer un
recurso ante el Tribunal Agrario Nacional. Esta instancia per-
teneciente al Poder Judicial, tiene la potestad, en forma inde-
pendiente, de instruir al INRA una rectificación de obrados o
bien ratificar lo actuado. Como puede observarse, todo ello
demanda plazos que alargan el proceso, pero que tienen como
resultado una absoluta transparencia en la que la posibilidad
de vicios de nulidad o trampa es ínfima.
Sin duda, existen muchos pasos que podrían abreviarse y
que, de hecho, requieren de un estudio a profundidad para
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posibilitar un cambio. Sin embargo, para llegar a ese cambio,
ha sido imprescindible desarrollar la experiencia, y por ello,
ahora queda claro que los cuestionamientos iniciales hechos a
priori, eran infundados.
Dificultades institucionales
En el avance del proceso agrario iniciado en 1996, además
de las limitaciones ya anotadas, el INRA debió enfrentar (y
aún enfrenta) diversas dificultades institucionales.
En primer lugar, una de las limitaciones más importantes
fue y es la falta de los recursos necesarios para completar el
saneamiento de tierras en todo el territorio nacional. La Ley
1715, en lo referente al saneamiento de la propiedad agraria,
estableció que el INRA debía “ejecutar y concluir el sanea-
miento de la propiedad agraria en el plazo máximo de diez
años computables a partir de la publicación de esta ley (…)”.
Sin embargo, este mandato legal no contempló los costos ni
estimó los recursos necesarios para su emprendimiento. Por
su parte, el Estado nacional, carente de recursos para otras ini-
ciativas de desarrollo, no presupuestó en forma adecuada el
financiamiento correspondiente, mostrando de esta forma, una
vez más, la falta de políticas agrarias o de políticas que tengan
como eje central el desarrollo rural. De esa forma, el INRA tuvo
que recurrir, en forma casi total, a recursos de la cooperación
internacional. Esto supuso, en algunos casos, dar prioridad a
procesos que contaban con la no objeción de estos organismos
y, en definitiva, a subordinar la planificación a la disponibili-
dad de recursos. Pese a ello, es importante destacar, como un
logro significativo, que el INRA se convirtió en la primera en-
tidad estatal en ser institucionalizada, vale decir, organizada
sin injerencias político partidarias y con la designación de su
máxima autoridad ejecutiva por parte del Congreso Nacional.
Ello se tradujo en la contratación de un plantel de profesiona-
les que, con el paso del tiempo, ha pasado a constituir un gru-
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po altamente especializado y con creciente conocimiento de la
problemática agraria. Estos profesionales deben ser capitali-
zados institucionalmente o se debe ampliar su accionar en ins-
tancias afines al proceso.
Otro aspecto que debilitó grandemente al proceso fue la
discontinuidad en el funcionamiento de la Comisión Agraria
Nacional y de sus réplicas departamentales. Estos espacios de
trabajo debían facilitar el consenso social y acrecentar la legiti-
midad de las acciones que realiza el INRA, pero por diversos
factores, no funcionaron con la frecuencia y eficiencia necesa-
rias. Este aspecto contribuyó grandemente a que las deman-
das sociales se canalizaran por otras vías, muchas de ellas vio-
lentas y conflictivas.
En ese marco, el trabajo institucional tuvo que enfrentar
frecuentemente cambios de rumbo emergentes de presiones
sociales como marchas, tomas de tierras, enfrentamientos vio-
lentos y otras formas de protesta, todas ellas ilegales. Al res-
pecto, dos ejemplos dan fe de los vaivenes no deseados a los
que tuvo que someterse el proceso agrario. El primero fue un
compromiso gubernamental de entregar 3,8 millones de hec-
táreas de tierras fiscales a campesinos, indígenas y originarios,
después de un bloqueo campesino. Pese a que el INRA advir-
tió en su momento sobre la imposibilidad de cumplir con este
propósito, a menos que se vulnerara derechos concesionales
en áreas forestales, áreas protegidas o parques nacionales, el
gobierno de turno aceptó esta exigencia que, al no ser cumpli-
da en los términos y plazos establecidos, generó y genera to-
davía, una espiral de incumplimientos, nuevas movilizaciones
y nuevos compromisos. El otro caso significativo fue la toma
de tierras en el Chaco por parte de un emergente Movimiento
Sin Tierra (MST), que derivó en enfrentamientos y en la pérdi-
da de vidas humanas. La Ley 1715 establece que todo asenta-
miento que se produjera después del 18 de octubre de 1996 es
ilegal y, por tanto, susceptible de desalojo por la fuerza públi-
ca. En este caso, las autoridades de gobierno optaron por ne-
gociar bajo esta presión y admitir la violación de la ley. El sa-
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neamiento de tierras, que permite identificar propiedades que
no cumplen la FES y, por tanto, son susceptibles de reversión
al Estado como tierras fiscales para su posterior distribución,
debió ser realizado en la zona sin los recursos suficientes. Pese
a ello, se identificaron tierras fiscales que fueron posteriormente
entregadas a militantes del MST. Sin embargo, por las condi-
ciones agro-ecológicas y la insuficiencia de servicios e infraes-
tructura, estas tierras no terminan de ser ocupadas por sus
beneficiarios.
Otro aspecto que ha contribuido a una mayor confusión
en el proceso agrario ha sido la creciente división de algunos
sectores sociales. Alineadas detrás de caudillos e intereses po-
lítico partidarios, las organizaciones sindicales se dividen y
exigen un reconocimiento por parte del Estado que, en mate-
ria agraria, debe reflejarse en su participación en la Comisión
Agraria Nacional (CAN) y en las Comisones Agrarias Depar-
tamentales (CAD). De hecho, éste ha sido un factor que ha con-
tribuido también al irregular funcionamiento de estas instan-
cias. Hoy, esta fragmentación se agrava con la insurgencia del
MST, que reclama para sí la representatividad de campesinos
sin tierra y, por tanto, el derecho a ser la organización interlo-
cutora en el proceso de distribución de tierras. Esta organiza-
ción tampoco ha escapado al drama de las divisiones y se en-
cuentra atomizada en al menos tres tendencias nacionales.
Resultados del proceso
En el marco de las limitaciones y dificultades descritas, el
INRA ha avanzado a paso sostenido en diferentes regiones del
país impulsando el saneamiento de tierras. Los números mu-
chas veces no reflejan el esfuerzo realizado ni los contratiem-
pos encontrados. Resulta ejemplar, en ese sentido, un proceso
de saneamiento que se realizó en una tierra comunitaria de
origen del altiplano: cuando se había avanzado sustancialmente
en varios de los pasos, una incesante lluvia y una crecida de
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aguas inundó los campos de los demandantes; ante la incle-
mencia del tiempo, sus pobladores se vieron forzados a aban-
donar sus tierras por varios años; cuando las aguas bajaron,
hubo que reiniciar todo el proceso.
De la misma forma, podemos ejemplificar, por su importan-
cia, el saneamiento de tierras comunitarias en tierras altas, o al
menos enfatizar en el análisis el saneamiento de la propiedad
agraria en el occidente del país. El constante y repulsivo accionar
de dirigentes ante la aplicación de la ley, ha provocado que el
occidente no tenga el avance que se requiere. Se debe aclarar, sin
embargo, que no todas la propiedades tienen conflictos, y si exis-
ten, son de carácter técnico, es decir, conflictos que surgen de las
falencias de sus mapas originales –por el transcurso del tiempo–
que impiden la aplicación inmediata de los instrumentos legales
y la solución a problemas de superposición de tierras entre co-
munidades o predios individuales.
Por otro lado, la demanda creciente de Tierras Comuni-
tarias de Origen (TCO), que ha generado una serie de observa-
ciones por parte de las propias estructuras sociales y del pro-
pio gobierno, requiere mejor claridad en las políticas de
administración de tierras. Actualmente, comunidades no re-
conocidas por el proceso agrario desarrollado durante las últi-
mas décadas, encuentran en las TCO una nueva opción para
reivindicar sus aspiraciones y participar de las riquezas natu-
rales no renovables a través de la consulta y resolución de con-
flictos con otro tipo de actividades económicas que, por razo-
nes históricas, se han legislado unilateralmente y sin una
mediana concordancia con los propios habitantes de estas tie-
rras.
A todo ello se suma la labor del INRA en los valles y áreas
donde, a pesar de la parcelación extrema, se resolvieron con-
flictos en pequeños predios que, por su superficie, convertían
el proceso de saneamiento en un trámite costoso. Allí se titula-
ron superficies que no sobrepasan los quinientos metros cua-
drados y que, a fin de cuentas, constituyen el único patrimo-
nio que tienen muchos campesinos.
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Durante estos pocos años de aplicación de la Ley INRA –
prácticamente desde el 2000– los resultados cuantitativos ilus-
tran lo ejecutado en materia de saneamiento:
• SAN-TCO
(saneamiento de TCO): 8.393.610 hectáreas.
• CAT-SAN
(saneamiento integrado al catastro): 1.664.020 hectáreas.
• SAN-SIM
(saneamiento simple): 8.184.971 hectáreas.
TOTAL: 18.242.602 hectáreas.
Por modalidad de saneamiento, las cifras se distribuyen
de la siguiente manera:
• Estado del proceso SAN-TCO:
– Superficie Demandada: 34.187.818 hectáreas.
– Superficie Admitida: 31.060.352 hectáreas.
– Superficie en proceso actual de saneamiento: 16.480.945
hectáreas.
– Superficie con resultados finales de saneamiento:
1.866.962 hectáreas.
– Titulado y con certificado de Saneamiento: 6.526.648 hec-
táreas.
– Saneado con Resolución final de Saneamiento, titulado
y certificado más tierras fiscales: 8.393.610 hectáreas.
• Estado del proceso CAT-SAN:
– Superficie Determinada: 11.438.705 hectáreas.
– Superficie en proceso de saneamiento = 5.670.725 hectá-
reas.
– Superficie Con declaratoria de área saneada = 230.893
hectáreas.
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– Superficie Con resoluciones finales de saneamiento:
1.277.601 hectáreas.
– Superficie Titulada y con certificado de saneamiento:
198.831 hectáreas.
– Superficie Tierras fiscales identificadas: 187.588 hectá-
reas.
– Saneado con Resolución final de Saneamiento, titulado
y certificado más tierras fiscales: 1.664.020 hectáreas.
• Estado del proceso SAN-SIM:
– Determinado: 60.922.720 hectáreas.
– Solicitado: 12.137.052 hectáreas.
– Superficie en proceso de saneamiento: 15.402.489 hectá-
reas.
– Con declaratoria de Área saneada: 1.823.498 hectáreas.
– Saneado con Res. Final de Saneamiento: 308.365 hectá-
reas.
– Titulado y con Cert. De Saneamiento: 781.298 hectáreas.
– Tierras Fiscales para distribución en el marco de AA.HH,
y Distribución de tierras: 600.000 hectáreas.
– Reservas Forestales, Parques Forestales, Áreas Protegi-
das: 5.199.062 hectáreas.
– Saneado con Resolución final de Saneamiento,
titulado y certificado más tierras fiscales: 8.184.971
hectáreas.
Cabe señalar que estos resultados acumulados se cerraron
en junio de 2003. Es necesario resaltar, además, que tras de
estas cifras se esconde un proceso largo y arduo. En el caso del
saneamiento bajo la modalidad TCO, por ejemplo, el proceso
ha supuesto la reversión de más de un millón de hectáreas de
terceros que alegaban derechos propietarios al interior de las
TCO. Estas superficies, de acuerdo a las preferencias estableci-
das por la Ley, han sido consolidadas posteriormente a favor
de los propios pueblos indígenas.
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De la misma forma, debemos resaltar que convenios con
diversos sectores han facilitado el proceso de saneamiento. Esos
sectores apostaron por el INRA y han logrado resultados dig-
nos de ser reproducidos en cualquier país del continente. La
comprometida participación de los beneficiarios logró resol-
ver los conflictos, como es el caso de la creación de Comités de
Saneamiento a nivel regional en el norte amazónico y en va-
rias zonas de colonización, que complementadas con el sanea-
miento interno han permitido el logro de resultados incuestio-
nables. A esto se suma la capacidad de ejecutar las pericias de
campo y el levantamiento cartográfico complementado el sa-
neamiento de tierras altas, donde el tiempo utilizado en el traba-
jo ha sido triplicado por la espera de la firma de sus títulos
ejecutoriales correspondientes.
6. Una mirada hacia el futuro
La Ley 1715 ha planteado un plazo para culminar el proceso
de saneamiento en el país. Este plazo vence el 18 de octubre de
2006. Para cumplirlo, el INRA ha elaborado un Plan Nacional de
Saneamiento y Titulación que se complementa con un Programa
Nacional de Distribución de Tierras y Asentamientos Humanos.
El reto, en términos cuantitativos, puede resumirse de la
siguiente forma:
• Plan Nacional de Saneamiento de Tierras
– Superficies en proceso : 31.690.000 hectáreas.
– Superficies por sanear : 60.386.300 hectáreas(*)
(*) Incluye Areas protegidas: 11.429.700 hectáreas, y Con-
cesiones forestales : 1.303.700 hectáreas.
• Plan Nacional de Distribución de Tierras y Asentamientos
Humanos
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– Modalidades de Distribución: Dotación Extraordinaria,
Dotación Ordinaria y Adjudicación mediante concurso
público calificado.
– Fase Inicial (hasta febrero de 2004): 72.000 hectáreas y
1.200 familias beneficiadas.
– Segunda Fase: 500.000 hectáreas y 10.000 familias bene-
ficiarias.
– Fase Permanente: tierras fiscales revertidas hasta el final
del proceso de saneamiento.
Este reto sólo podrá ser alcanzado si es que se cumplen los
siguientes supuestos:
• Formalidad y respeto a la Ley 1715 unificando una inter-
pretación racional de la norma tanto en el Gobierno como
en los sectores sociales y productivos del país.
• Continuidad de políticas a largo plazo, respetando lo he-
cho hasta la fecha, sin que ello impida corregir el accionar
institucional del INRA en base a las lecciones aprendidas
y no sobre la base de simples reacciones coyunturales.
• Fortalecimiento de procesos de regularización, titulación
y registro de la propiedad agraria, dando el lugar que se
merecen a la oficina de Derechos Reales, a los municipios
y al propio INRA.
• Conformación de un catastro rural donde el resultado ob-
tenido por el trabajo del INRA sea la base de un instru-
mento simple y poco costoso para el mantenimiento de la
información catastral del área rural.
• Búsqueda de consenso social para la selección de benefi-
ciarios de la distribución de tierras fiscales para evitar la
discrecionalidad o la preeminencia de intereses de coyun-
tura electoral.
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• Consolidación de mecanismos de resolución de conflictos,
donde la participación local de dirigentes y de los propios
interesados –en forma organizada y a partir del respeto a
la ley–, permita fortalecer los cimientos a una norma, la
Ley 1715, que tiene un incuestionable carácter social.
• Respeto a los usos y costumbres (saneamiento interno),
para que este mecanismo de saneamiento sea asumido
como un instrumento que refleja la realidad del campo y
que expresa que los derechos de los individuos son mu-
cho más importantes que cualquier discurso político o in-
tereses ajenos a la propia esencia del agricultor que requiere
el reconocimiento legal por parte del Estado.
7. Reflexiones finales
Por todo lo que aquí se ha señalado, queda claro que el
proceso agrario en Bolivia es muy complejo. Sin embargo, y a
pesar del precario equilibrio y del difícil consenso sobre el que
se ha construido, es posible llevarlo hacia adelante. Por otra
parte, y respecto de la mencionada complejidad del proceso
agrario, cabe destacar una paradoja: Bolivia es un país en el
que, por la relación entre su extensión y su población, el dere-
cho y acceso a la tierra debieran ser sinónimo de facilidad y no
de dificultad. Para ilustrar esta paradoja, baste citar el caso de
un país como El Salvador, donde una extensión de seis hectá-
reas ya es considerada como una gran propiedad. En Bolivia,
en cambio, la Unidad Mínima de Dotación a los colonizado-
res, en algunas zonas del oriente, es de 50 hectáreas, y en el
caso del norte del país, 500 hectáreas son consideradas como
el mínimo de superficie para proyectar un buen uso de los re-
cursos forestales a futuro.
Pero si esa es la paradoja, hay otras formas de abordar la
problemática agraria en Bolivia. Diversos estudios han descri-
to las diversas y heterogéneas formas de propiedad de la tie-
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rra en un país vasto y diverso como el nuestro. Precisamente
por eso, una de las grandes dificultades de la ley agraria es
que debe ser aplicada de manera homogénea para todos. Pero,
¿cómo este postulado puede llevarse a cabo en regiones tan
disímiles como los vastos bosques gomeros y castañeros del
norte y las áridas altiplanicies andinas?
Probablemente esta pregunta sea una de las muchas que
pueden formularse a propósito de las contradicciones de nues-
tro (sub)desarrollo rural, quizá las demandas sociales de tierra
y territorio esconden interpelaciones más profundas a un Es-
tado nacional que no termina por dar respuesta a las necesida-
des básicas de su población.
A manera de reflexiones sobre este tema no acabado e in-
acabable, cabe señalar al menos cuatro aspectos vinculados al
proceso agrario, que bien podrían ser contemplados en accio-
nes futuras:
1. Seguridad jurídica para todos los tipos de propiedad exis-
tentes en el país. Debe admitirse nuestra compleja reali-
dad rural en la que coexisten formas empresariales (la vía
junker) de producción, comunidades campesinas con di-
versos usos y costumbres, colonos individuales y tierras
comunitarias de origen. El Estado debe garantizar la exis-
tencia de estas diversas formas de propiedad y no promo-
ver políticas que, por beneficiar a unas, vayan en desme-
dro de otras.
2. Desarrollo rural integrado a procesos regionales donde los
mercados internacionales deben ser parte de nuestra polí-
tica agraria. Las políticas de tierras no pueden estar al
margen de la evolución económica y, por el contrario, de-
ben apuntalar procesos de integración regional viables que
favorezcan y promuevan el desarrollo agropecuario.
3. Uso adecuado y sostenible de los recursos naturales reno-
vables. Debe ejecutarse un conjunto de políticas ya esta-
blecidas por la frondosa legislación boliviana en acciones
concretas que no sólo contemplen las necesidades actua-
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les, sino que velen por los derechos y posibilidades de
nuestros hijos.
4. Pacto social con representantes genuinos de las organiza-
ciones sociales. Un Estado que ha avanzado notoriamente
en el ejercicio de la democracia, debe promover acciones
orientadas a democratizar a las organizaciones sociales
para devolverles legitimidad y capacidad de concertación.
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